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PETICIÓN 1194-04
ADMISIBILIDAD

MARCO ANTONIO ABARCA RUPAY 

PERÚ

22 de julio de 2011
I.
RESUMEN

1. El 9 de noviembre de 2004 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión Interamericana”, “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición a favor de Marco Antonio Abarca Rupay (en adelante también “la presunta víctima”), presentada en nombre propio y por Linda Libertad Pardo Cartagena (en adelante “los peticionarios”)
 en la cual se alega la violación por parte de la República del Perú (en adelante también “Perú”, “el Estado” o “el Estado peruano”) de derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante también “la Convención Americana” o “la Convención”). Los peticionarios alegaron que el señor Abarca Rupay fue detenido en febrero de 1993, procesado y condenado a cadena perpetua a la luz de decretos leyes relacionados con los delitos de terrorismo y traición a la patria promulgados durante el gobierno de Alberto Fujimori. Sostuvieron que dichos decretos y los procesos penales de ellos derivados son contrarios a la Convención Americana. Indicaron que la presunta víctima permaneció incomunicada durante varias semanas en instalaciones de la DINCOTE y que fue sometida a tortura y condiciones inhumanas de detención, sin que le proveyeran un tratamiento médico adecuado. Según los peticionarios, tales circunstancias contribuyeron para el deterioro de la salud del señor Abarca Rupay, quien vino a fallecer el 14 de enero de 2006.
2.  El Estado sostuvo que las alegadas irregularidades en el proceso por traición a la patria seguido a lo largo de la década de los noventa han variado de forma sustancial en vista de la adopción de un nuevo marco legislativo en materia de terrorismo a comienzos de 2003. Señaló que este nuevo marco y los juicios penales de él derivados se acogen a los derechos y garantías previstos en la Convención Americana y Constitución Política del Perú. Añadió que la denuncia no satisface el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención y que los hechos narrados por los peticionarios no tienden a caracterizar la violación a dicho instrumento.  
3. Tras examinar la posición de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención, la Comisión concluyó que es competente para conocer la petición y que la misma es admisible por la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 5, 7, 9, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento. En virtud del principio iura novit curia, la CIDH declaró admisible y analizará la posible violación de los derechos consagrados en los artículos 4 de la Convención Americana, 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. Por otro lado, la CIDH declaró inadmisible la presunta violación del derecho previsto en el artículo 24 de la Convención. Finalmente, decidió notificar el presente Informe de Admisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 9 de noviembre de 2004 se recibió la petición, la cual fue registrada bajo el número 1194-04. El 20 de diciembre de 2004, 2 de febrero y 16 de marzo de 2005 y 12 de junio de 2009 los peticionarios remitieron información adicional. Las partes pertinentes de esa documentación fueron trasladadas al Estado el 3 de mayo de 2010, otorgándole el plazo de dos meses para que presentara respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH. El 7 de julio de 2010 el Estado presentó su respuesta y el 26 de agosto de 2010 los peticionarios enviaron una comunicación adicional.
5. En la petición recibida el 9 de noviembre de 2004 los peticionarios indicaron que el señor Marco Antonio Abarca Rupay no contaría con un tratamiento médico adecuado a pesar de presentar un cuadro de leucemia linfática. En vista de ello, solicitaron que la CIDH otorgara una medida cautelar en los términos del artículo 25 de su Reglamento. El 21 de diciembre de 2004 la CIDH solicitó información al Estado peruano sobre el tratamiento suministrado al señor Abarca Rupay. El 5 de enero de 2005 el Estado manifestó que desde abril de 2004 el señor Abarca Rupay “contaba con las facilidades del caso a fin de acudir a sus sesiones de quimioterapia necesarias para contrarrestar su enfermedad”. El Estado sostuvo que previo a la solicitud de medidas cautelares ante la CIDH la presunta víctima no había presentado acción o recurso alguno en la jurisdicción interna. 
6. En vista de un informe del Instituto Especializado de Enfermedades Neoplásicas según el cual la presunta víctima presentaba un cuadro bastante avanzado de leucemia, el 26 de enero de 2005 esa instancia internacional se digirió nuevamente al Estado peruano y solicitó que, “por razones humanitarias, considera[ra] la situación de salud y pronóstico de vida del señor Marco Antonio Abarca Rupay, a efectos de una posible sustitución de su detención preventiva por otra medida de aseguramiento, que le permita acceder con más facilidad a tratamientos médicos hospitalarios y ser asistido por sus familiares”. El 4 de febrero de 2005 el Estado presentó información actualizada sobre el tratamiento médico que venía siendo suministrado. En adición, señaló que en una sesión realizada el 26 de octubre de 2004 la Comisión de Indulto y Derecho de Gracia por Razones Humanitarias había acordado, por unanimidad, recomendar al Presidente de la República no otorgar indulto humanitario al señor Abarca Rupay, “por cuanto estando dentro del penal el interno puede continuar recibiendo tratamiento, el cual no se verá afectado”. 
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES


Cuestión Previa
7. Durante el trámite de la presente denuncia, los peticionarios y el Estado describieron un primer proceso penal seguido en el fuero militar a lo largo de la década de los noventa, y un segundo juicio seguido en el fuero ordinario. Hasta comienzos de 2003 los procesos penales se basaron en decretos leyes en materia de terrorismo, promulgados durante el gobierno del ex Presidente Alberto Fujimori. En enero de 2003 el Estado peruano adoptó un nuevo marco legislativo que implicó la nulidad de una serie de procesos por los delitos de terrorismo y traición a la patria. Antes de narrar la posición de las partes, la CIDH estima necesario referirse a los dos marcos normativos en los que se inscriben los hechos por ellas planteados. 


Legislación antiterrorista en vigor entre mayo de 1992 y enero de 2003

8. En mayo de 1992 fue promulgado el Decreto Ley No. 25475, el cual tipifica el delito de terrorismo en diferentes modalidades. En agosto del mismo año fue promulgado el Decreto Ley No. 25659, el cual tipifica traición a la patria y establece la competencia de la justicia militar para conocer las acusaciones por este delito. Esos decretos, así como los de número 25708, 25744, 25880 y otras normas complementarias introdujeron al ordenamiento jurídico peruano procedimientos diferenciados y excepcionales de investigación, instrucción y juzgamiento de personas acusadas de terrorismo o traición a la patria.

9. Los decretos que conformaban la denominada “legislación antiterrorista” tenían un difundido propósito de contener la escalada de asesinatos selectivos contra operadores de justicia, ocupantes de cargos electivos y agentes de seguridad, desapariciones, atentados con explosivos, secuestros y otras formas indiscriminadas de violencia contra la población civil en diferentes regiones del Perú, atribuida a grupos insurgentes al margen de la ley. 
10. Entre otros aspectos, esos decretos establecían la incomunicación absoluta de los investigados por un lapso de tiempo determinado;
 la realización de audiencias privadas; el aislamiento celular durante el primer año de cumplimiento de condena;
 y plazos sumarios para la presentación de denuncia y dictamen de sentencia, respecto del delito de traición a la patria
. Asimismo, esos decretos prohibían la asistencia de un abogado antes de la primera declaración del investigado ante un representante del Ministerio Público,
 y restringían su actuación en otras etapas del proceso penal; impedían la recusación de magistrados u otros auxiliares de justicia;
 consagraban la figura de jueces y fiscales con identidad secreta (”sin rostro“);
 e impedían el ofrecimiento como testigos de agentes que participaron de la elaboración del atestado policial de detención
.
11. Con relación a las normas de derecho material, los referidos decretos contemplaban la posibilidad de aplicar más de un tipo penal para conductas de similar o idéntica naturaleza, no diferenciaban el elemento subjetivo culposo y doloso,
 y establecían solamente penas mínimas de privación de libertad, sin fijar penas máximas
.
12. El 12 de mayo de 1992 el Poder Ejecutivo promulgó el Decreto Ley Nº 25499, también denominado Ley de Arrepentimiento, el cual reguló la reducción, exención, remisión o atenuación de la pena a personas procesadas o condenadas por el delito de terrorismo que proporcionasen información dirigida a capturar jefes, cabecillas, dirigentes o principales integrantes de organizaciones terroristas
. Mediante el Decreto Supremo Nº 015-93-JUS del 8 de mayo de 1993 el Poder Ejecutivo aprobó el Reglamento de la Ley de Arrepentimiento, el cual establece, entre otras medidas, el secreto o cambio de identidad del declarante arrepentido
. El 31 de octubre de 1994 la Ley de Arrepentimiento perdió su vigencia
.

Legislación antiterrorista en vigor a partir de enero de 2003

13. El 3 de enero de 2003 el Tribunal Constitucional del Perú declaró inconstitucionales una serie de disposiciones de los decretos leyes en materia de terrorismo, promulgados durante el gobierno de Alberto Fujimori
. Esa decisión estableció la inconstitucionalidad del Decreto Ley Nº 25659 y ordenó la adecuación de las acusaciones por el delito de traición a la patria, allí tipificado, a acusaciones por terrorismo, regulado por el Decreto Ley Nº 25475. Asimismo, suprimió las disposiciones que impedían la recusación de magistrados y el ofrecimiento como testigos de agentes que participaron del atestado policial de detención; y que permitían el enjuiciamiento de civiles por tribunales militares. Por otro lado, fueron declarados inconstitucionales la incomunicación absoluta y el aislamiento celular durante el primer año de cumplimiento de condena.
14. En cuanto a la tipificación del delito de terrorismo, el Tribunal Constitucional mantuvo la vigencia del artículo 2 del Decreto Ley No. 25475, pero condicionó su aplicación a la modalidad dolosa, y estableció parámetros de interpretación para la subsunción de una conducta sindicada en los supuestos del tipo penal. 
15. Con relación a las declaraciones, atestados de detención, informes técnicos y periciales realizados ante operadores de justicia sin rostro, el Tribunal Constitucional declaró que aquellos no resultan automáticamente viciados, correspondiendo a cada juez y jueza del fuero ordinario que conozcan las nuevas acusaciones verificar su valor probatorio en conjunto con otros elementos de convicción y criterios de conciencia establecidos en la legislación procesal penal ordinaria
.
16. Entre enero y febrero de 2003 el Poder Ejecutivo peruano
 expidió los Decretos Legislativos Nºs. 921, 922, 923, 924, 925, 926 y 927
, con el propósito de ajustar la legislación interna a la sentencia del Tribunal Constitucional de 3 de enero de 2003. De forma general, esos decretos establecen la nulidad de todas las sentencias y procesos seguidos en la jurisdicción militar o conocidos por operadores de justicia con identidad secreta; la remisión de los actuados respectivos a la Sala Nacional de Terrorismo, posteriormente denominada Sala Penal Nacional, creada en el seno de la Corte Suprema de Justicia e incumbida de distribuir los nuevos procesos a los Juzgados Penales Especializados. La nueva legislación antiterrorista contempla asimismo la publicidad restringida de las audiencias orales
 y la imposibilidad de aplicación de pena más severa a la dictada en los juicios declarados nulos
.

17. Con relación a las diligencias realizadas en la etapa de investigación e instrucción penal  ante operadores de justicia militares o civiles sin rostro, el artículo 8 del Decreto Legislativo Nº 922 mantiene la validez de los autos de apertura de instrucción, atestados policiales realizados en la presencia de un representante del Ministerio Público, informes técnicos, registros de incautación, manifestaciones rendidas ante la Policía Nacional y declaraciones de arrepentidos. Finalmente, el artículo 3 del mismo decreto legislativo establece que la nulidad de los procesos seguidos ante operadores de justicia con identidad secreta no tiene como efecto la excarcelación, la cual se produciría solamente si el Ministerio Público no formulara denuncia o si el Poder Judicial denegara la apertura de instrucción.
A. Posición de los peticionarios
18. Afirmaron que el 24 de febrero de 1993 el señor Abarca Rupay fue detenido en la ciudad de Lima, maniatado, vendado e introducido en la maletera de un vehículo, para luego ser transferido a instalaciones de la DINCOTE, donde habría permanecido incomunicado por 30 días. Indicaron que fue torturado para que reconociera ser miembro del grupo insurgente Sendero Luminoso, sumergido en un tanque con agua y sometido a colgamientos y golpizas. Se aduce que mientras se encontraba en la DINCOTE dos policías arrojaron la presunta víctima desde una celda ubicada en un primer piso hacia una vía pública, provocándole graves lesiones y pérdida de la consciencia. Se indica que tras ser trasladado a un hospital en la ciudad de Lima dicho episodio fue registrado como un intento de suicidio.
19. Los peticionarios alegaron que Marco Antonio Abarca Rupay fue recluido temporalmente en el Penal de Máxima Seguridad Miguel Castro Castro, siendo posteriormente transferido al Penal de Yanamayo-Puno, apartado del núcleo familiar de la presunta víctima y en una altitud de casi 4.000 metros sobre el nivel del mar. Manifestaron que en el Penal de Yanamayo la presunta víctima pasó a presentar osteoporosis y osteomielitis y que a pesar de quejarse de intensos dolores solo era atendido en la enfermería del penal y recibía calmantes y analgésicos. Destacaron que la falta de una atención médica adecuada y las condiciones extremas de detención en el Penal de Yanamayo contribuyeron para el deterioro de su salud. 
20. Los peticionarios indicaron que a finales del 2003 la presunta víctima fue transferida al Penal Miguel Castro Castro, donde pasó a presentar cefalea, mareos, pérdida de la audición y disfunciones digestivas. Señalaron que luego de que una muestra de sangre indicara anemia crónica, un médico de su confianza advirtió que podría tratarse de leucemia, por lo cual requirió ser sometido a nuevos exámenes. Adujeron que el 29 de marzo de 2004 el señor Abarca Rupay fue conducido al hospital Dos de Mayo en Lima, donde le detectaron leucemia linfática aguda. 
21. Los peticionarios anexaron un informe médico del Instituto de Enfermedades Neoplásicas de fecha 10 de junio de 2004, el cual certifica que el señor Abarca Rupay portaba leucemia linfática aguda de células B con “posibilidad de curación de aproximadamente 20 – 25%”. Agregaron que luego de un tratamiento oncológico intensivo el 18 de noviembre de 2005 la presunta víctima obtuvo alta médica por hallarse en estado terminal. Destacaron que a pesar de presentar un cuadro cancerígeno bastante avanzado y encontrarse expuesto a un alto riesgo de contraer infecciones, el señor Abarca Rupay no logró obtener un indulto humanitario para que su tratamiento fuese conducido en libertad y en contacto más cercano con sus familiares. Se indica que solamente en noviembre de 2005, cuando ya se hallaba en estado terminal, su régimen penitenciario varió de privación de la libertad a comparecencia, hasta que vino a fallecer el 14 de enero de 2006. 
22. Los peticionarios destacaron que a pesar de encontrarse bajo la custodia del Estado los gastos con análisis de laboratorio, transfusiones de sangre, dieta y medicamentos fueron sufragados por los familiares de la presunta víctima. Al respecto, adjuntaron una nota dirigida al director del INPE con estampilla de recibido del 24 de junio de 2004, en el cual la señora Linda Libertad Pardo denunciaba esa situación y solicitaba que el INPE intercediera para que su conviviente, el señor Marco Antonio Abarca Rupay, obtuviese un indulto humanitario. De acuerdo con la información suministrada, el 26 de octubre de 2004 la Comisión de Indulto y Derecho de Gracia por Razones Humanitarias recomendó al Presidente de la República no otorgar el derecho de gracia por razones humanitarias, por considerar que la privación de la libertad no afectaría la continuidad de su tratamiento. 
23. Según la información presentada, luego de ser detenido el 24 de febrero de 1993 el señor Abarca Rupay fue procesado por el delito de traición a la patria y condenado a cadena perpetua por tribunales del fuero militar. Dicha información indica que a comienzos de 2003 el proceso militar fue declarado nulo, abriéndosele un nuevo juicio por el delito contra la tranquilidad pública – terrorismo, el cual no llegó a culminar debido al fallecimiento del señor Abarca Rupay el 14 de enero de 2006.
24. Los peticionarios afirmaron que el Estado peruano es responsable de la violación de los derechos consagrados en los artículos 1.1, 2, 5, 7, 8, 9 y 24 de la Convención Americana. Por último, sostuvieron que las condiciones de detención impuestas al señor Abarca Rupay y la supuesta ausencia de un tratamiento médico adecuado habrían contribuido para el deterioro de su salud y su posterior fallecimiento.
B.
Posición del Estado

25. Afirmó que los familiares de la presunta víctima no solicitaron indemnización y tampoco formularon queja administrativa o denuncia penal contra funcionarios del INPE por la alegada omisión en brindarle una atención médica oportuna. Señaló que los peticionarios no presentaron documentación “mediante la cual hubiese[n] reclamado en sede nacional atención médica distinta a la que recibió de manera oportuna y permanente el señor Abarca Rupay”. Por lo anterior, concluyó que los extremos de la petición relacionados con una supuesta omisión de los agentes del INPE en brindar una atención médica adecuada y oportuna al señor Abarca Rupay no satisfacen el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención. 

26. El Estado proporcionó la historia clínica del señor Abarca Rupay a partir de diciembre de 2002, manifestando que contó con una atención adecuada y que desde que le diagnosticaron leucemia las autoridades penitenciarias facilitaron su traslado y tratamiento en el Instituto Especializado de Enfermedades Neoplásicas (INEN). Argumentó que “el fallecimiento del señor Abarca Rupay se produjo en su domicilio como consecuencia de la grave enfermedad que venía padeciendo y que a pesar de la atención médica brindada, el paciente se encontraba con un porcentaje reducido de posibilidades de recuperación, tal como lo dice el Informe Médico de fecha 07 de julio de 2004”.

27. El Estado afirmó que gracias a gestiones realizadas por la administración del Penal Miguel Castro Castro, el INEN “aprobó la aplicación de una tarifa social a favor del interno consistente en la reducción del 30% de los costos por atenciones hospitalarias y exámenes auxiliares, desde el mes de diciembre de 2004 [y que] hasta esa fecha, la familia [de la presunta víctima] había asumido los gastos de tratamiento sin recurrir ni solicitar apoyo a la unidad de asistencia social del INEN“.
28. El Estado indicó que cuando la denuncia fue interpuesta a la CIDH en noviembre de 2004 el juicio penal seguido a la presunta víctima por el delito de terrorismo se encontraba pendiente de una resolución final. Al respecto, sostuvo que la petición fue presentada a la Comisión sin que el señor Abarca Rupay hubiese agotado los recursos de la jurisdicción interna respecto de las alegadas violaciones al debido proceso. Aún con relación a dichos extremos de la petición, el Estado argumentó que “se ha producido una sustracción de la materia por el fallecimiento del señor Abarca Rupay, considerando que el artículo 78.1º del Código Penal señala que la acción penal se extingue por la muerte del inculpado”. 
29. El Estado argumentó que cuando la CIDH le notificó la presente petición el 3 de mayo de 2010 ya se “había (sic) subsanado satisfactoriamente las irregularidades producidas, en la década de los 90, durante el juzgamiento de civiles por el delito de traición a la patria en el Fuero Militar (…)”. Manifestó que los decretos legislativos en materia de terrorismo dictados entre enero y febrero de 2003 se ajustan a la Constitución Política de 1993 y a la Convención Americana. Con base en su propia interpretación de sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, señaló que dicho tribunal no ha cuestionado la validez de la legislación antiterrorista actualmente vigente en el Perú.
30. Finalmente, el Estado afirmó que la petición no expone hechos que caractericen la violación a derechos garantizados en la Convención Americana y solicitó que la misma sea declarada inadmisible en virtud de los artículos 47.b) y c) del citado instrumento.

IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD 
A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión

31. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención para presentar denuncias. La presunta víctima es una persona natural que se encontraba bajo la jurisdicción del Estado peruano a la fecha de los hechos denunciados. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

32. La Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

33. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.
34. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se alega la violación a la Convención Americana y se narran hechos que de ser probados podrían configurar la vulneración a la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, cuyo instrumento de ratificación fue depositado por el Perú el 28 de marzo de 1991.

B.
Agotamiento de los recursos internos

35. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional.
36. El artículo 46.2) de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando:
a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados;

b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y

c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.

37. En la presente petición se alega, por un lado, actos de tortura, condiciones inhumanas de detención y otras vulneraciones a la integridad personal de Marco Antonio Abarca Rupay presuntamente cometidas por agentes de la DINCOTE en los meses que siguieron su detención inicial en febrero de 1993. Según lo alegado, tales hechos habrían sido reportados a las autoridades judiciales de los fueros militar y ordinario que conocieron los juicios penales contra la presunta víctima.
38. Los precedentes establecidos por la Comisión señalan que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación pertinentes. Los hechos expuestos por el peticionario en cuanto a torturas y otras supuestas afectaciones a la integridad personal se traducen en la legislación interna en conductas delictivas cuya investigación y juzgamiento debe ser impulsada de oficio por las autoridades judiciales, y por ende es este proceso el que constituye el recurso idóneo en la presente petición
.
39. El Estado peruano no presentó información sobre investigaciones eventualmente abiertas respecto de las alegadas torturas y condiciones inhumanas de detención de las que habría sido objeto la presunta víctima, quien por lo tanto no habría contado con un recurso efectivo para subsanar las alegadas vulneraciones a su integridad personal.

40. En adición a los supuestos actos de tortura y condiciones inhumanas de detención, la petición plantea que el señor Abarca Rupay no habría contado con una atención médica adecuada, lo cual habría contribuido para el deterioro de su salud y posterior fallecimiento. El Estado sostuvo que tales extremos de la petición no satisfacen el requisito de agotamiento previo de los recursos internos, por cuanto los familiares de la presunta víctima no solicitaron indemnización y no presentaron una denuncia penal o queja administrativa contra los funcionarios del INPE. 
41. De acuerdo con la información recibida por la CIDH, desde su reclusión en el Penal de Yanamayo la presunta víctima presentó diferentes enfermedades. Esa información indica asimismo que en junio de 2004 sus familiares denunciaron a la dirección del INPE una supuesta omisión de la administración del Penal de Máxima Seguridad Miguel Castro Castro en brindarle una atención médica adecuada y sufragar los gastos con el tratamiento para leucemia que venía realizando. Del mismo modo, esa información indica que al formular una solicitud de indulto humanitario a la Comisión de Indulto y Derecho de Gracia por Razones Humanitarias la presunta víctima reportó que se encontraba con un cuadro bastante avanzado de leucemia linfática y con un pronóstico de recuperación inferior a un 25%. Con relación a tales alegatos, la Comisión observa que los recursos interpuestos a favor del señor Abarca Rupay tenían el propósito de obtener mejores condiciones de tratamiento y vida, inclusive cuando su enfermedad se encontraba en etapa terminal. En ese sentido, la presunta víctima invocó los recursos disponibles, de naturaleza administrativa, capaces de producir una respuesta oportuna. Los recursos indicados por el Estado corresponden a otros intereses jurídicos y no podrían incidir en la calidad del tratamiento y condiciones de vida de la presunta víctima. En consecuencia, la Comisión considera que los extremos de la petición referidos en el presente párrafo satisfacen el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención. 
42. Por último, la presente petición plantea la violación a otras disposiciones de la Convención Americana derivada de la detención y juicios penales seguidos a la presunta víctima. El Estado sostuvo que la denuncia fue interpuesta ante esa instancia internacional en noviembre de 2004, cuando se encontraba pendiente un pronunciamiento definitivo por parte de los tribunales peruanos. En ese sentido, afirmó que la petición no satisface el requisito de previo agotamiento de los recursos internos. Sobre tales planteamientos, la CIDH reitera su doctrina según la cual el análisis sobre los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana debe hacerse a la luz de la situación vigente al momento en que se pronuncia sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de la petición
.
43. La información disponible indica que tras la anulación del proceso penal por traición a la patria conocido por autoridades militares, el señor Abarca Rupay fue sometido a un segundo juicio por el delito de terrorismo, el cual no llegó a culminar debido a su fallecimiento, el 14 de enero de 2006 y la consiguiente extinción de la acción penal. En ese sentido, la CIDH considera satisfecho el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención, respecto de la alegada violación a derechos humanos derivada de los procesos penales seguidos al señor Abarca Rupay.
C.
Plazo de presentación de la petición

44. El artículo 46.1.b) de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna. Esta regla no tiene aplicación cuando la Comisión encuentra que se ha configurado alguna de las excepciones al agotamiento de los recursos internos consagradas en el artículo 46.2) de la Convención. En tales casos, la Comisión debe determinar si la petición fue presentada en un plazo razonable de conformidad con el artículo 32 de su Reglamento.
45. En cuanto a las alegaciones sobre supuestas torturas y condiciones inhumanas de detención en perjuicio del señor Marco Antonio Abarca Rupay referidas en el párrafo 37 supra, ante la ausencia de información por parte del Estado peruano sobre la apertura de investigaciones hasta la fecha de adopción del presente informe, la CIDH concluye que la petición fue presentada en un plazo razonable en los términos del artículo 32 de su Reglamento.
46. Con relación a la alegada omisión de las autoridades penitenciarias en brindar un tratamiento médico oportuno y adecuado a la presunta víctima, así como las alegadas vulneraciones a derechos previstos en la Convención derivadas de los procesos penales que se le siguieron, la presente petición fue recibida con anterioridad al fallecimiento del señor Abarca Rupay y la consiguiente extinción de la acción penal seguida en su contra. En ese sentido, la CIDH considera que los extremos referidos en los párrafos 40 y 43 supra satisfacen el requisito previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana.
D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

47. El artículo 46.1.c) de la Convención dispone que la admisión de una petición está sujeta al requisito respecto a que la materia “no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional” y en el artículo 47.d) de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional. Las partes no han esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias, ni ellas se deducen del expediente.
E.
Caracterización de los hechos alegados

48. A los fines de admisibilidad, la Comisión debe decidir si en la petición se exponen hechos que podrían caracterizar una violación, como estipula el artículo 47.b) de la Convención Americana, si la petición es “manifiestamente infundada” o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso c) del mismo artículo. El estándar de apreciación de estos extremos es diferente del requerido para decidir sobre los méritos de una denuncia. La Comisión debe realizar una evaluación prima facie para examinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención y no para establecer la existencia de una violación. Tal examen es un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo.
49. La Comisión considera que las circunstancias en las que se habría dado la detención de la presunta víctima el 24 de febrero de 1993, los presuntos hechos de tortura por parte de agentes de la DINCOTE y las condiciones de detención descritas por los peticionarios podrían caracterizar la violación de los derechos consagrados en los artículos 5 y 7 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento; y en virtud del principio iura novit curia, de los derechos consagrados en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, todo ello en perjuicio de Marco Antonio Abarca Rupay. Adicionalmente, la CIDH considera que los efectos de los hechos referidos en este párrafo, la alegada incomunicación en instalaciones de la DINCOTE y el régimen de ejecución penal al que estuvo sometido el señor Abarca Rupay durante su reclusión en el Penal de Yanamayo podrían caracterizar la violación del derecho consagrado en el artículo 5.1 de la Convención en perjuicio de sus familiares.
50. De probarse que el señor Abarca Rupay no contó con una atención médica adecuada y oportuna y que ello habría contribuido para el deterioro de su salud y su posterior fallecimiento, podría configurarse un incumplimiento, en su perjuicio, de la obligación de garantizar los derechos previstos en los artículos 4 y 5 de la Convención Americana.

51. Con relación a las alegaciones en torno a los procesos penales seguidos a la presunta víctima, así como la invocada incompatibilidad del marco normativo en el cual se inscriben los hechos con la Convención Americana, la CIDH considera que, de ser probados, podría caracterizarse la violación a los derechos consagrados en los artículos 9, 8 y 25 en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, todo ello en perjuicio de Marco Antonio Abarca Rupay.
52. La CIDH aclara que los peticionarios no han alegado la presunta violación de los derechos previstos en los artículos 4 y 25 de la Convención Americana, por lo cual su incorporación en el presente informe se realizó en vista del principio iura novit curia.
53. En cuanto a la alegada violación del derecho consagrado en el artículo 24 de la Convención, la CIDH considera que los peticionarios no han presentado elementos suficientes que indiquen la potencial vulneración a tal disposición.   
54. Finalmente, por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de los reclamos de los peticionarios no resultan evidentes, la Comisión concluye que la denuncia satisface los requisitos establecidos en los artículos 47.b) y c) de la Convención Americana.     
V.
CONCLUSIONES

55. Con fundamento en las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión, la Comisión Interamericana concluye que la petición satisface los requisitos de admisibilidad enunciados en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y en consecuencia
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar admisible la petición con relación a los artículos 4, 5, 7, 9, 8 y 25 de la Convención Americana en conexión con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, y con relación a los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

2. Declarar inadmisible la alegada violación del derecho previsto en el artículo 24 de la Convención Americana, en virtud del artículo 47.d) de dicho instrumento. 

3. Notificar esta decisión al Estado y al peticionario.

4. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 22 días del mes de julio de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� La señora Linda Libertad Pardo Cartagena se constituyó como co peticionaria el 12 de junio de 2009.


� Decreto Ley Nº 25475, art. 12.d.


� Decreto Ley Nº 25475, art. 20.


� La investigación, juzgamiento y ejecución penal respecto del delito de traición a la patria fueron regulados por los Decretos Ley Nº 25708 y 25744.


� El derecho a ser asesorado por un abogado defensor de libre elección desde las primeras etapas del procedimiento penal fue posteriormente incorporado por el artículo 2 de la Ley 26447.   


� Decreto Ley Nº 25475, art. 13.h.


� Mediante la promulgación de la Ley 26671, el 12 de octubre de 1996, desapareció la figura de los jueces y fiscales sin rostro.


� Decreto Ley Nº 25744, art. 2.


� Decreto Ley Nº 25475, art. 2. 


� Decreto Ley Nº 25475, art. 3. 


� Decreto Ley Nº 25499, arts. 1.II.a y 1.III.


� Decreto Supremo Nº 015-93-JUS, artículos 8.a y 36.


� El vencimiento de la vigencia de la Ley de Arrepentimiento fue determinado por la Ley 26345 del 30 de agosto de 1994. 


� Resolución del Tribunal Constitucional del 3 de enero de 2003, Expediente Nº 010-2002-AI/TC, acción de inconstitucionalidad interpuesta por Marcelino Tineo Silva y otros ciudadanos.


� Resolución del Tribunal Constitucional del 3 de enero de 2003, Expediente Nro. 010-2002-AI/TC, acción de inconstitucionalidad interpuesta por Marcelino Tineo Silva y otros ciudadanos, fundamento 159.


� El 8 de enero de 2003 el Congreso de la República del Perú promulgó la Ley 27913, por medio de la cual delegó facultades al Poder Ejecutivo para legislar en materia de terrorismo.


� El Decreto Legislativo 927 regulaba la ejecución penal en materia de terrorismo. Dicho decreto fue derogado el 14 de octubre de 2009, con la promulgación de la Ley 29423, la cual suprimió la posibilidad de que personas condenadas por terrorismo soliciten los beneficios penitenciarios de redención de la pena, semi-libertad o libertad condicional.


� Decreto Legislativo 922, art. 12.8. 


� Decreto Legislativo 922, disposición complementaria quinta. 


� CIDH, Informe Nº 76/10, Petición 11.845, Perú, Jeremías Osorio Rivera y otros, 12 de julio de 2010, Párr. 27. CIDH, Informe Nº 77/10, Petición 12.154, Perú, Luis Alberto Vega Paquillo, 12 de julio de 2010, Párr. 37. CIDH, Informe Nº 78/10, Peticiones 621-03 y 1378-04, Perú, Ramón Campos Esparza y Roberto Antonio Olórtegui Trinidad respectivamente, 12 de julio de 2010, Párr. 58.


� CIDH, Informe No. 108/10, Petición 744-98 y otras, Orestes Auberto Urriola Gonzáles y otros (Perú), 26 de agosto de 2010, párr. 54, Informe No. 2/08, Petición 506-05, José Rodríguez Dañín (Bolivia), 6 de marzo de 2008, párr. 56 e Informe No. 20/05, Petición 714-00, Rafael Correa Díaz (Perú), 25 de febrero de 2005, párr. 32.





